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Artículos de la Ckinstitacion que se refieren 

al estado de sitio. 



Art. 23. En caso de conmoción interior ó de ataqne esterior que 
ponga en peligro el ejercicio de esta Constitución y de las autori- 
dades creadas por ella, se declarará en estado de sitio la Provincia 
ó territorio donde exista la perturbación del orden, quedando sus- 
pensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta suspen- 
sión, no podrá el Presidente de la República condenar por sí ni 
aplicar penas. Su poder se limitai*á en tal caso, respecto de las 
personas, 4 arrestarlas 6 trasladarlas de un punto á otro déla Kacion, 
si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argentino. 

(CoNSTiTuoioN DK LA Kacion Aboentina. — la. ForU), 

Art. 67. Corresponde al Congreso : 

.... 26. Declarar en estado de sitio uno ó varios puntos de la 
Nación en caso de conmoción interior, y aprobar 6 suspender el es- 
tado de sitio declarado durante su receso por el Poder Ejecutivo. 

(Id. Id. Parle 2sl, — 8ec. la.) 

Art. 86. El Presidente de la República tiene las siguientes atri- 
buciones : 

.... 19. Declara en estado de sitio uno 6 varios puntos de la 
Nación en caso de ataque esterior y por im término limitado, con 
acuerdo del Senado. En caso de conmoción interior solo tiene esta 
facultad cuando el Congreso está en receso, />ar^t^ €8 aiHbiudonqtíe 
corresponde á este cuerpo. El presidente la ejerce con las limitaciones 
prescriptas en el art. 23. 

Id. Id. ParU 2a.— ^. 2a. 
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CIRCULAR. 



BnenoB Aires, Mayn \% de 1863. 



Al Exmo, Sr. Gobernador de la Provincia de — 

Por orden del Sn Presidente de la República tengo el honor de 
dirigirme á Y. £. para llamar sn atención acerca de una palpable 
irregularidad que se nota en laa disposiciones de algimos Gobier- 
nos de Prorincia, con ocasión de los sucesos determinados en la 
Bioja y las Provincias vecinas. 

La declaración del estado de eitio es atribución constitucional 
del Congreso de la Nación, pudiendo en el receso de este hacerlo 
en casos determinados el Presidente de la República, pero en nin- 
gún caso y por ninguna consideración puede un Gobierno de Pro- 
vincia, por su propia autoridad, ejercer la referida atribución. 

En efecto, importando el estado de sitio la suspensión de las 
garantías que la Constitución Nacional asegura á los habitan- 
tes de la República en los términos y con las limitaciones que la 
misma Constitución establece, es á la Representación Nacional ó 
al Ejecutivo en su caso, á quienes corresponde apreciar las cir- 
cunstancias que pueden exigir, como una rara escepcion, la diclia 
suspensión^ ae garantías individuales. Mientras las autoridades 
nacionales,' que tienen relaciones directas de derecho <jon los indi- 
viduos cuya comimidad forma la población de la República, no 
hayan hecho la declaración de estado de sitio, es claro que las 

farantías constitucionales amparan á todos y en todo su vigor. 
>e lo contrario, si se atribuyese á las autoridades de Provincia la 
facultad de suspender aqueUas garantías para con los individuos, 
resultaria una ae dos cosas igualmente insostenible : ó los vecinos 
de una Provincia estarán privadas de sus fueros constitucionales 
ante las autoridades de ella, gozándolos sin embargo ante las de 
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la Nación, ó el Congreso y el Ejecutivo Nacional tendrán qne 
aceptar el hecho producido por el Gobierno Provincial y descono- 
cer para los fines administrativos y judiciales las garantías de la 
ley en la Provincia supuesta por el tiempo, en la forma y con la 
varia inteligencia oue dicha Provincia atribuya al estado de sitio. 

Confirma esta clara doctrina el hedbo^dequc ninguna de las 
constituciones provinciales dá á su Lejislatura, ni menos á su Go- 
bernador respectivo la facultad de hacer aquella declaración, pues 
que las Constituciones de Mendoza, San Luis y la Bioja, y mas tarde 
la de Corrientes, en las que se rejistraba una cláusula semejante, 
fueron modificadas en ese punto por el Congreso, del modo mas 
esplícito, cuando se presentaron á su revisión. 

Tampoco pueden los Gobiernos de Provincia declarar el estado 
de sitio en eicarácter de Comisionados Nacionales, por que siendo 
esta una atribución constitucional del Congreso, que solo puede el 
Ejecutivo Nacional ejercer en su nombre durante el receso, es fa- 
cultad delegada que no puede delegar á su vez : por eso la declara- 
ción del eskido de sitio durante el receso, tiene que ser revalidada 
por el Congreso al abrir sus sesiones, y una vez abiertas, solo á él 
compete autorizarlo; de manera que, aun cuando los Gobernado- 
res hubiesen declarado el estado de sitio en virtud de autoriza- 
ción espresa del P. E. N., ese estado no podrá prolongarse un dia 
mas de abierta las sesiones del Congreso. 

El Sr. Presidente desea que V. £. se penetre de las reflexiones 
que por encalco de él acabo de hacer, á nn de que se evite la con- 
sagración de abusos aue han empezado á tener lugar en este 
respecto y que tolerados, vendrían á producir una perturbación^ 
trascendental en el derecho público del país. 

Dios guarde á V. E. 

G. RA.W80N. 
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contestación del Crobierno de San Juan á la 
circular del IMUinlsterlo del Interior sobre es- 
tado de sitio. 



£1 Gobernador de \ 
1a Provincia de ) 



San Juan, JUnio26 de 1863. 



Al JSaotno» Sr. Ministro de Edado en d Departajnento dd Inte- 
rior de la liepíMica. 

£1 infrascrito lia tenido el honor de recibir la nota circular de 
V. E. fecha 13 de Mayo ppdo. en que V. E. se sirve por orden del 
Exmo. 8r. Presidente de la Kepública, "llamar la atención de los 
" gobiernos de Provincia sobre una palpable irregularidad que á 
" su ver se nota en las disposiciones de algunos gobiernos ".... esta- 
bleciendo para determinarla que " la declaración de estado de 
" sitió, es atribución constitucional del Congreso de la Nación, 
" pudiendo solo en el receso de éste hacerlo, en casos determinados, 
" el Presidente de la República; pero en ningún caso^ y por nirv- 
" guna consideración puede un Gobierno de Provincia, por su 
" propia autoridad ejercer la referida atribución " concluyendo 
con indicarle el deseo del Sr. Presidente, " de que se eviten abusos 
" que han empezado á tener lugar en este respecto, y que tolerados 
" vendrian á producir ima perturbación trascendentsil en el dere- 
'• cho político del pais. " 

El infrascrito ha declarado dos veces en efecto, en estado de 
sitio la Provincia de su mando, sometiendo la primera de ellas 
sus actos á la Lejislatura Provincial, único juez en su ccmcepto del 
uso que de aquella facultad hizo entonces, y obtenido su aproba- 
ción. 

El infrascrito hubiera deseado que S. E. al trasmitirle el sentir 
del Sr. Presidente, en materia que supone traer una trascendental 
p'erturbacion al derecho político del pais, hubiera citado el artículo 
o artículos de la constitución en que apoya doctrina que tan clara 
le parece, 6 la racional 6 escrita jurisprudencia que la justifique. 

Persistiendo el infrascrito en creer que ha obrado con perfecto 
derecho, y séale permitida la frase, con entero conocimiento de 
causa, espondrá los testos literales de la constitución nuestra, y los 
de aquellas que nos sirven de norte y guia; la jurisprudencia que 
de ellas emana, y el espíritu que prevaleció en las reformas a la 
Constitución federal, todas tendentes á restrinjir ciertos poderes 
equívocos* ó mal definidos dados á la antigua Confederación y de 
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que abusó, debiendo S. E. el Sr. Presidente actual, el honor de 
haber sido llamado á reí ir los destinos de la Eepúbíica, precisa- 
mente porque contuvo a nombre de la Provincia ae Buenos Aires 
y de los pueblos oprimidos, el desenfreno de aquellos poderes. 

Si la nota que tengo el honor de contestar, no fuese circular 
dirijida á todos los Gobiernos de Provincia, el infrascrito haría 
valer, para sincerar su disentimiento, la aprobación que ha mere- 
cido del Gobierno Nacional, la solución dada en mas do un caso 
dudoso, de cuestiones en que las atribuciones nacionales y provin- 
ciales podian reputarse en conflicto, difiriendo ala autoridad na- 
cional. 

Felizmente las instituciones federales, emanando de un derecho 
escrito, y de antecendentes que hacen autoridad, permiten sin 
recurrir á la violencia, el examen tranquilo de los hechos, el escla- 
i*ecimiento de los puntos dudosos, sin que esto se entienda ni falta 
de acatamiento, ni intención torcida. £1 infrascrito puede ademas 
al sostener el perfecto derecho con que ha hecho la declaración de 
estado de sitio, en los casos previstos por las constituciones, y aún 
de su oposición á las tentativas de absorción de poderes provincia- 
les, por parte de los dos Presidentes de la Confederación antigua, 
traer en testimonio de su sinceridad las doctrinas que en ocasiones 
solemnes ha sostenido durante largos aflíos en el senado de Buenos 
Aires, en la prensa y en la Convención que reformó la Constitu- 
ción. 

Antes de esponer sus opiniones, séale permitido alinfrascrito, 
premunir el juicio de S. E. contra la i^a harto prevalente que 
cada pais constituye principios de gobierno, según le place á sus 
lejisladores, y establece practicas nuevas, no autorizadas por el 
consenso imiversal. Las inútiles tentativas hechas en Europa y 
Sud América de constituii*se, adaptando ó modificando á su modo 
los principios jeneralmente reconocidos, han mostrado á los hom- 
bres pensadores, en letras de sangre derramada, que el gobierno de 
las sociedades humanas tiene su organismo fundamental que no es 
dado alterar á beneplácito, sin grave |>eligro. 

La facultad de declarar en estado de sitio, ó en asamblea, ó de 
suspender el Koiheas corptis en los moment(¿ de peligro, es inlie- 
rente al gobierno, cualquiera que sea su forma. Introdujeron este 
resorte los romanos en su república, con el nombre de dictadura, 
no obstante y en suspensión de las garantías de que gozaban sus 
ciudadanos en tiempos ordinarios. Limitáronla ingleses j norte 
americanos, á la suspensión de)^ escrito del habeos corpus^ formula 
que no pudiendo introducir los franceses republicanos y nosotros 
en nuestro lenguaje legal, se tradujo por la palabra estado de sitio, 
aludiendo á las facultades de defensa á todo trance de las plazas 
sitiadas, pero restrinjidas á los mismos límites á que se circunscri- 
be la suspensión del nabeas corpiis. 

Establecidos estos sencillos principios, restaria saber solamente 
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b5 los (T()l)lcrnoB de Provincia son Gobiernos, 6 simples tenencias 
de (iobienio emanadas de una autoridad superior, pues si la fa- 
cultad de declarar el estado de sitio, es inconstitucional ó abusiva 
en uno de estos gobiernos, ha de serlo forzosamente en el gobier- 
no nacional, no solo por el mal uso que el funcionario puede ha- 
cer, llámese Pi-esidente, rey, ó gobernador, sino porque la insti- 
tución es en todos casos atentatoria á los derechos y garantías del 
individuo que suspende. 

Fácil le es al infrascrito seguir en la constitución nacional el 
hilo, no siempre visible, que conduce al aclaramiento del derecho 
tan perfecto en el Presidente para gobernar la nación, c<omo en 
loa Gol)ernadores de Provincia i)ara gobernar sus Estados res- 
pectivos. 

La Constitución Nacional es xm poder delegado por las Provin- 
cias para constituir un gobierno general, perfecto para sus fines; 
}>ero las Provincias quedaron con gobiernos perfectos también, 
de manera de no tener dependencia los irnos del otro; y vice-vcrmj 
sino en casos espresamente designados. 

" Las Provincias conservan todo el poder no delegado por esta 
Constitución al Gobierno federal." lié aquí el punto de partida. 
; Quó poder delegaron al Gobierno federal en el punto que nos 
ocupa ? *' En caso de conmoción interior ó ataque esterior y?/^ 
^'pongan €7i peligro d ejercicio de e^ta constitridon y deUis auto- 
ridades creadas por esta, se declaraní en estado do sitio la pro- 
vincia y territorio, en donde existia la perturbación del orden, 
*' quedando allí suspensas las garantias constitucionales, art." 

Se le delegó pues al Gobierno que se constituía nacional, el 
jioder de proveer á su proi)ia seguridad y al ejercicio de la Cons- 
titución; pero como los gobiernos provinciales no son autoridades 
<*readas por la Constitución, quedó en ellos retenida la facultad de 
todo gobierno para precavei'se contra la insurrección ó la invasión. 
Si alguna duda queda á este respecto, bastará para disiparla re- 
<'ordar que esta delegación con sus limitaciones, es tomada de aque- 
llas instituciones que una parte muy avanzada de la humanidad 
lia consagrado como la forma de gobierno que hemos adoptado. 
Pero, hay un hecho histórico nuestro, que hace nuestra propia 
esta distinción de poderes, y aqiiella limitación de la facultad de- 
legada en la nación, al sosten ae sus propias autoridades y cons- 
titución. 

liemos comprado con torrentes de sangre, y casi con la nuna 
financiera del país, la jurisprudencia que rije este caso. En la 
Constitución de la Confederación pasada, habíanse introducido 
desviaciones de los principios generales, aconsejadas acaso por el 
ficntimiento tan innato en el hombre de su propia suficiencia, ])a- 
ra modificar las leyes constitutivas del Estado, acaso por la jiro- 
pension á cstender aquellos poderes el que so considera personal- 
mente investido con ellos. 
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Pero, las consecuencias funestas de estos ensayos no se hicieron 
esperar. 

A las precauciones tomadas por la Constitución federal de los 
Estados Unidos que copiábamos testualraente en la nuestra, para 
que el Gobierno general no interviniese, ni se injiriese en el go- 
bierno provincial, sino cuando este lo requiriese formalmente, una 
mano indiscreta aCTegó un sin éUa^ (sin requisición) que dejaba á 
la malicia el derecSio que todo el testo negaba: y aesde que esa 
Constitución se puso en ejercicio, vióse al Gobierno Nacional me- 
nos ocupado de los asimtos de la delegación, que de intervenir en 
los negocios puramente interiores de las provincias, sosteniendo 
im caudillo aquí, apartando del gobierno, aim por medio de revo- 
luciones, á los partidos que no eran de su agrado. Esta provincia 
de San Juan faé el teatro por diez años de una lucha sangrienta 
que no cesó sino con la destrucción de las autoridadea creadas á 
la sombra y con abuso de la Constitución Nacional. 

La Provincia de Buenos Aires, testigo de estos desbordes de la 
autoridad nacional, resistió con sobrado derecho á someter su go- 
bierno provincial á los peligros de aquella usurpación de poderes; 
y cuando por un tratado, arrancado por la victoria del gobierno 
5federal, hubo de consentir en formar parte de la nación, á lo que 
nunca se habia opuesto en principio, conservó sin embargo sufi- 
ciente poder y sobrado sentimiento de sus derechos, para exijir 
el respeto á los principios generales, y examinarla Constitución fe- 
deral libremente, y proponer enmiendas, no al Congreso, autori- 
dad crea,da por esa Constitución, sino á una Convención de todos 
los pueblos; y esa Convención de que el infrascrito tuvo el honor 
de set* miembro, como lo habia sido de la de Buenos Aires, hizo 
nacionales las reformas que tras una cruel esperiencia de diez años 
de convulsiones, trajeron á mas esplícita forma la división fimda- 
mental entre el Gobierno Nacional y el de Provincia, tan perfecto 
el uno como el otro, para sus objetos especiales. 

Suprimióse aquel sm ella^ (]ue dejaba al arbitrio del poder nacio- 
nal intervenir en los asuntos internos del gobierno de las Provin- 
cias, no pudiendo hacerlo sino en casos precisados con formas 
tanjibles. 

Suprimióse el derecho que se habia arrogado el antiguo Congi-eso 
de revisar, aprobar ó desechar las constituciones provinciales, por 
" ser aquella precaución inútil y en atención á la dignidad de las 
" Legislaturas, convenciones y pueblos que componen la Con- 
" federación. " 

Sustrajéronse del Juicio del Senado Nacional álos Gobernadores 
de Profánela, pai-a no darle al gobierno federal poder ni autoridad 
sobre los s^obiernos provinciales. 

Prohibióse lí los jueces fedeniles, poder serlo al mismo tiempo 
de provincia á fin de evitar la confusión délos dos poderes. 

Quitóse al poder judicial federal la atribución de juzgar, en los 
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oónflictoft e'iüre los poderes pitblwofi de unn mi^na jprovinciay á 
fin de que el Gobierno Nacional no se entrometiese á juzgar quien 
tenia la razón entre aquellos Poderes, dejando á bus propias institu- 
ciones provinciales y al derecho común de la Nación y á las Provin- 
cias arre&^lar estas cuestiones. 

No amere el infrascrito abundar en pruebas tanto del espíritu 
como d!e la letra de las reformas de la Constitución, todas tenden- 
tes á limitar á casos muy señalados la intervención nacional en 
asuntos provinciales; pues el estado de sitio en caso de insm*- 
reccion é invasión inminente, puede ser por motivos puramente 
l^rovinciales, aunque puede igualmente serlo á la vez, como en 
el caso presente, ae carácter nacional y provincial. 

¿De aónde pues se deduce, la atribución esclusiva del Gobierno 
Nacional á decidir, en todo caso, la oportunidad de la declaración 
del estado de sitio hecha por las Provincias, será de su obliga- 
ción de conservar á las Provincias un Gobierno republicano? Pero 
la Constitución Federal que es republicana y representativa admite 

I)ara la conservación de sus autoridades, y en el caso de invasión, 
a suspensión de las garantias constitucionales, sino en los mismos 
términos, á los mismos fines qiie la Constitución Federal y las 
particulares de los Estados Unidos, sin que jamás en ochenta 
años de práctica se haya suscitado, ni sombra de duda ni contro- 
versia á esté respecto, en estos últimos con aquellos. 

No se oculta al infrascrito que im sentimiento jeneroso y tute- 
lar de las libertades públicas, y acaso el temor no siempre 
infundado de abusos de parte de algunos Gobiernos provinciales, 
preocupe el ánimo de S. E. á punto de estender las limitadas 
facultades del Gobierno Nacional mas allá de su esfera; pero hay 
mayor peligro en falsear las instituciones permanentemente, que 
en los errores momentáneos á que puede dar lugar una atribu- 
ción creada como escepcion de la regla, por la esperiencia de los 
8ÍgloB, y el concurso de todas las naciones. 

Ni el abuso de este poder está siempre en relación con el tamaño 
délos Gobiernos, ola capacidad de los Gobernantes. El derecho 
público, la soberania popular, el derecho de jentes, no reconocen 
tamaño : las Naciones son iguales entre sí, en cuanto á la justicia 
que se deben;, como la soberania popular es la misma en la Provin- 
cia, como en la Nación; porque es siempre la espresion del pueblo. 

Un hecho terrible, por sus consecuencias, lia mostrado entre 
mil, el error de creer que un Gobierno Nacional, ó los hombres 
que lo componen, adquieren por eso solo, mayor prudencia que 
aquellos á quienes querrían servir de guias, por ser Gobiernos mas 
pequeños. La noticia enviada al Paraná, de la muerte de Virasoro, 
cuyos detalles confesaba ignorar el que la trasmitía, por saberla de 
oiaas por un pasajero, indujo al Gobierno Nacional, en violación 
flagrante de la Constitución reformada, á intervenir ipsofacto 
en caso que no sabia siquiera lo que era en realidad, acaso arras- 
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trado por el noble deseo de caRtigar un crimen. Cual fué el restü- 
tado de esta violación, puede decirlo San Juan, entregado en ma- 
nos de bárbaros atroces, en nombre de la Autoridad Kacional. 

¿Qué regla seguirá el Presidente de la República, 6 el Congreso 
en su caso, cuando en cuestiones provinciales la Lejislatura ó el 
Gol^emador en su caso, le pidan que declare en estado de sitio la 
Provincia? ^^Es juez entre el Gobierno y los revoltosos? — Sí hay 
invasión inminente de una Provincia á otra, con apoyo de los des- 
contentos, ¿esperará la autorización para reprimir á éstos? ¿No se 
defenderá mientras no venga el permiso de nacerlo? 

No entienden así los jurisperitos de los Estados Unidos las 
facultades delegadas; pues aún en los casos en que es esclusivo 
derecho del Presidente convocar la milicia, Story dice; " pero 
" nada hay en la Constitución, que prohiba á un estiulo citar su 
" propia milicia ^a/*« ayudar dios Estados Unidos^ á repeler in- 
" vasioncs, y reprimir insuri'ecciones. Tal ejercicio de poder 
" conmtrrente^ en manera alguna obstruye el ejercicio de los po- 
" deres de la Union. La autoridad de convocar, y la autoridad 
" esclusiva de gobernar, son enteramente distintas en su natu- 
" raleza. " 

Y si esto es racional y práctico en aquella federación, parece 
serlo mas todavía, en cuanto á ayudar á la Nación á garantir Pro- 
vincias invadidas, y gobiernos amenazados de destrucción por los 
cómplices de los invasores en el nuestro, donde la Constitución 
hace á los Gobernadores de Provincia ajentes, (á falta de Marschals) 
del Gobierno Nacional para la ejecución de la Constitución. 

Un puñado de aventureros que invade á Mendoza, proclamando 
la deposición de las Autoridades creadas por la Ccmstitucion, en- 
cuentra en cuatro días ochocientos secuaces y llega á las puertas de la 
ciudad. Independiente de su derecho propio, de precaver y reprimir 
insurrecciones como gobernador de provincia, ¿no tenia el deber 
de sostener la presidencia, cuya deposición se proclamaba? Cór- 
doba, San Luis, no se hallaban en el mismo caso? 

Por lo que al infrascrito respecta, tan seguro está de su dere- 
cho como gobernador y de su autoridad como Comisionado Na- 
cional para pacificar la Rioja, que apenas ocupada por las fuerzas 
Nacionales que tenia á sus órdenes, decretó á nombre del Presi- 
dente, el estado de sitio en la lüoja, pues eso vale la ocupación 
militar ordenada. 

El infrascrito se siente pesaroso de verse en la necesidad de 
mantener, contra el parecer de V. E., las prerogativas del Gobier- 
no provincial, no aceptando la ostensión de poderes nacionales, 
que pretendería establecer dependencia del Gobierno Nacional 
en nmgun caso, de las Legislaturas provinciales, en el uso de 
aquellas atribuciones que son inherentes al Gobierno; pues es 
solo en ese carácter que se delegó al nacional una facultad igual 
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á la quo conservaron para el sosten do las autoridades creadas en 
virtud de la Constitución Nacional. 

Las razones aducidas en la nota circular de V. E., que tengo el 
honor de contestar, son aplicables á la institución del catado de 
sitíOy que es tíomun á todos los Gobiernos de la tierra, y el abuso 
igualmente posible en todos los paises. 

El hecho citado por V. E. do hal>er el Congreso de la pasada 
Confederación quitado á las Constituciones de San Luis, la Kioja 
y Corrientes, la facultad que á sus Lcjislaturas daban de declarar 
en estado de sitio, es la prueba mas luminosa que puede estable- 
cerse contra la dqctrina de V. E. Las reformas de I9. Constitución, 
quitaron al Congreso la facultad de aprobar ó correjir constitu- 
ciones provinciales, precisamente por el abuso que había liecho ó 
el que podría hacer de atiíbucion que niega ó compromete la so- 
l)eranía provincial; y no es necesario ser grande jurisconsulto para 
saber que cuando se cambian los principios del derecho público, 
que<ian ipsofacío abolidas las consecuencias y aplicaciones del de- 
recho que caducó. 

Así las leyes espafiolas que están en contradicción con nuestros 
principios constitucionales, no son leyes en la parte que no se ajus- 
tan á aquella regla suprema. No se confiscan por ejemplo los 
bienes, aunque asilo mándela ley; pero se aplica el testo de la ley 
en todo lo demás; de manera que si el Congi'eso modifica aquellas 
constituciones del 9/ioe2o mas espUcito^ la Convención de la manera 
mas esplícüa le quito en las reformas la facultad de hacerlo. 
Ni el no estar escrito en las constituciones el derecho de las Lc- 
jislaturas, y los G-obiemos á declarar el estado de sitiOy escluye el 
derecho de usarlo, en los casos declarados por el derecho uni- 
versal. 

Para quebrantar la insólita jurisprudencia que prevalecia en la 
Confederación y que Justificó tantos atentados, de que lo que 
no estaba escrito en la Constitución Federal, no rejia aunque fuese 
parte del derecho constitucional del mundo, se añadió á las refor- 
mas el art. 33 que dice: " Las declaraciones, derechos y garan- 
" tias enumeradas en esta Constitución, no serán entendidas como 
" negación de otros derechos y garantías rio enumerados, pereque 
" nacen de la soberania del pueblo, y de la forma representativa 
" del Gobierno. " Y nace de la soberania y de la forma represen- 
tativa la facultad de supender una Lejislatura, y en su receso el 
Ejecutivo, el habeos oewyt/* ó declarar el estado ele sitio. 

Esta doctrina que incorpora en nuestro derecJio público, el dere- 
cho público del Gobierno representativo que hemos adoptado de 
las naciones que lo crearon, fué desenvuelta en el Senado de Buenos 
Aires por el miembro informante de la Comisión de Lejislaeion 
en la acusación y juicio de Rosas, contra los que pretendian que 
la Constitución habia recien dadodlasLejislaturas, por enumerar- 
las, las facultades que le son inherentes, en su orijen y derecho; 
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iiifonneque el infrascrito mega á V. E. consulte en la part« que se 
apoj'a en la tradición parlamentaria y las autoridades citadas. 

Í»<ue6tra constitución tiene un capitulo de den^aciones de facul- 
tades en los Gobiernos de Provincia; pero ni en eaos artículos ne- 
gativos les está vedado el emplear el resorte gubernativo del estado 
de sitio; y cuando en otra parte niega al (yongreso la facultad de 
conceder al Ejecutivo líÍB^úonuljf ocidíadesesíraGrdtnariae ni la, 
stíToa de poder plíblico^ ni otorga/rlea »umi^siones y euprefncunas^ 
aludiendo á las invenciones peregrinas de nuestros antiguos lejis- 
ladores, separándose en esto del derecho universal, no dice que 
ol Congreso tampoco niega tales facultades álos Gobernadores de 
Provincia, sino que las Legislaturas Provinciales no las concedan, 
defunendo así los límites de la autoridad del Congreso para los po- 
deres Nacionales, y el de las ¿ejislaturas Provinciales en igual caso 
para sus Gobiernos respectivos. «Va ahora el Congi-eso á agregar 
la cláusula de que él no concede a los Gt)bernadores Provinciales 
la facultad de declarar el estado de sitio? 

No terminará el infrascrito esta larga esposicion, requerida por 
la gravedad del asunto, sin tomai*se la libertad de preraunir el 
ánimo de V. E., contra peligros que puedan surjirdela debilidad 
cu que su doctrina colocaría álos Gobiernos de Provincia, tan 
distantes de la acción del Gobierno Nacional. Hace medio si- 
glo que estos pueblos se revuelcan en sangre por resolver un 
pi'oblema imposible. Un partido apoyado en la barbarie de las 
masas, tiende sin embo:50 á establecer el Gobierno autocrático del 
caudillo, sin leyes, sin constitución, ni tbnnas. Otro que se 
recluta en las clases cultas, pretende formar im Gk)bierno sin 
j)oder, y mas lil)re que el de la Inglaterra y los Estados Unidos; 
con una jurisprudencia de las garantías constitucionales que de- 
jaría sorprendidos á los pueblos mas libres del mimdo. 

El resultado histórico de esta lucha, es que á fuerza de torren- 
tes de sangre se logra cada veinte años, uno de instituciones re- 
gulares, Bucediéndosele luego la anarquía que crean los mismos 
que tantos sacrificios hicieron por librarse de sus tiranos. Cree 
el infVascrito que no hay razón de conveniencia pública, ni aún el 
temor del abuso posible, que aconseje esponer á los Gobiernos pro- 
vinciales á las perturbaciones internas, restrinjíéndoles facultades 
que les son propias. Cree que en caso de duda, debemos atenemos 
a la esperieneia, á la jurisprudencia y á la práctica de los Estados 
Unidos en iguales casos, y en todos, no acumular sobre la jenera- 
cion presente mas ensayos que los que se han hecho hasta aquí, 
para damos instituciones. 

Harto i)erturbiMla está ya la conciencia de los pueblos civiliza- 
dos con la coexistencia de formas de Gobierno opuestas, de 
gobiernos despóticos ó libres, de federales o unitarios, . para que 
nosotros añadamos una nueva variante de gobiernos híbrides, con 
constituciones que á ninguna se asemejan, o con una jurispruden- 
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cia unitaria, aplicada á una Constitución federal. Xosptros no 
Jienios de afiadir una nueva garantia á los derechos del hombre, 
ni hacer avanzar un paso a la humanidad en la carrera de la 
libertad. Si el estado de sitio, declarado por las autoridades de 
San Juan suspende las garantiaa, tiene el mismo defecto en 
Buenos Aires, en New lork, en Eapaíla; y en todas partes so 
declara, sin embargo, porque hace tres mil años que todas las 
sociedades han crejdo garantii*sc de peligros publiceos con la 
temporal suspensión ó su amago, de las mismas libertades que se 
proponen conservar por ese medio. 

La jurisprudencia que V. E. desearía hacer prevalecer, ataca á 
los Gobiernos en sus facultades esenciales, puesto que los Estados 
Unidos jamáfi pensaron desnudar á sus podreres públicos naciona- 
les y provinciales, de poder tan necesario. El Coronel Sáa ha- 
biéncfose de&prendido del Secretario y (refes del ejército que el 
Presidente le habia asociado en su inconstitucional intervención en 
San Juan, calculó el tiempo que se necesitaba para ^ue al Go- 
bierno Kacional le llegase la noticia y proveyese, pi-ecipitándosc 
sobre su víctima, antes que pudiera venirle el apoyo moral de las 
autoridades constituidas. La conspiración que con tantos sacriti- 
cios de siete Provincias, y del Gobierno Nacional, acaba de abor- 
tar, volverá de nuevo á reanudai'se sin embozo, ahora que el 
Gobierno Nacional declara írritos los actos gubernativos que los 
dejaron burlados. 

Tenemos, Sr. Ministro la dura necesidad de aprender por espe- 
riencia propia á gobernarnos sin que las tutelas hayan en ningún 
tiempo ahondado álos puel)los ni errores ni desastres. Si los 
gobiernos electos por el pueblo están espuestos á escederse de sus 
podei:es, perfectamente detínidos, están por ventura libres los 
pueblos mismos, 6 parte de ellos de hacer mal uso de sus derechos? 

El infi'ascrito termina esta esposicion manifestando su profunda 
convicción de que las doctrinas contenidas en la circular que 
tiene el honor de contestar, falsean el espíritu y la letra déla 
Constitución en los artículos 5 y 6 en la parte reformada, el artícu- 
lo 23, ampliando su limitación: el 28, el 33, el 104, el 105, el 106 y 
el 110, restableciendo la jiu*isprudencia y práctica de la pasada 
confederación en la tendencia á ejercer poder sobre las provincias 
en su relimen interno, y reviviendo los artículos é incisos suprimi- 
dos por las reformas que ñjaron el sentido espreso. 

Al espresar así su sentir, el infrascrito, en consonancia con los 
motivos que indujeron á reformar la Constitución federal, espera 
que V. E. si aun perseverase en sus actuales convicciones, dará á 
las Lejislaturas Provinciales j á la opinión pública, el tiempo de 
examinar con detención, cuestión en que esta comprometida la for- 
ma actual del Gobierno que nos hemos dado, pues en casos seme- 
jantes, es recibida la jurisprudencia la que adoptan y sostienen la 
mayoría de los Estados que forman la imion, pues tratándose de 
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fisiber, si delegaron ó no en el Gobierno Nacional qne crearon, po- 
deres que son propios á todo Gobierno, ellos deben ser escuchados, 
pues el Congreso Nacional no tiene mas facultades que las que esa 
Constitución le dá,y no puede ampliarlas. 
Dios guarde á V^. E. 

DOMINGO F. SARMIENTO. 
Ruperto Godoy. — Valentín Videla. 



Buenos Aires, Julio 81 de 1861. 



Al Hkníw: Sr. Gobernador de la Provincia de Sa/n Juan. 

Tengo la honra de acusar recibo á la nota de 26 del pasado 
Junio, con que V. E. ha creído deber contestar la que en 13 de 
Mayo le ftió dirijida por este Ministerio y por orden del Sr. Presi- 
dente. 

Apesar de la inconveniencia de discutir oficialmente materias 
rejidas por la Constitudon Nacional, cuya interpretación definiti- 
va compete solo al poder creado por la misma ley para ese fin, las 
doctrinas y los conceptos de la nota de V. E. son sin embargo de 
tal naturaleza, que el Gobierno Nacional no puede prescindir de 
desautorizarlos con su rechazo fimdado, haciéndole presente á la 
vez las consecuencias prácticas y legales á que un proceder singu- 
lar y desautorizado puede dar lugar. 

Ante todo, necesito recordar á V. E. las circunstancias en que 
fue espedida la circular de este Ministerio, para establecer así sii 
oportunidad. 

La invasión que partía de los Llanos de la Rioja, aunque pudo 
no^mirarse como verdadera guerra civil, por el carácter de los 
elementos que la constituian, y por la ausencia, al principio, de 
toda bandera que denunciase en los insuiTectos un designio serio 
cualquiera; sin embargo, fué bastante para producir una profunda 

f)ertiirbacion en las provincias vecinas; y los hechos posteriores 
lan venido á probar cuan fundadas eran las alarmas, y cuan pre- 
visoras y justas las medidas que el Gobierno de la Nación y los de 
las provincias amenazadas se vieron forzados á tomar para mante- 
ner el orden público y para reprimirla rebelión en su oríjen. Los 
Gobiernos de Provincia al asumir la actitud enérjica que para 
tales casos les permite la Constitución, como poderes concurrentes, 
dieron cuenta á la autoridad nacional de sus operaciones y sus 
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motivos, pidiéndole órdenes é instrucciones para proceder, las que 
les fueron trasmitidas sin pérdida de tiempo y con las ampliacio- 
nes convenientes. 

Desde entonces, los Gobernadores de esas provincias se constitu- 

Íreron en ajentes naturales v directos del Ejecutivo Nacional para 
08 efectos del restablecimiento del orden; y quedaron á las orde- 
nes v balo la dirección del mismo, todas las respectivas guardias 
nacionales movilizadas en su nombre á la par de las otras fuerzas 

2ue de antemano y entonces también encaminó al propio ñn. 
Ion todas ellas y de ese modo se ha realizado la penosa cuanto 
prolija campaña, cuyo último acto ha sido la batalla de las Playas 
de Córdoba. 

Desde entonces también, v por ese motivo, las instituciones 
provinciales han estado bajo la mmediata guarda de la autoridad 
nacional, donde quiera que los invasores han intentado conculcar- 
las. 

£n esas cir(nin^tancias, algunos Gobernadores de Provincia, 
entre ellos V. E., tuvieron á bien declarar por propia autoridad en 
estado de sitio el territorio de sus respectivas jurisdicciones; dando 
á esta declaración, en la práctica, tan variado alcance, cuanto era 
diversa la intelijencia que cada cual tenia de la condición política 
que el estado de sitio crea para las personas y las cosas a que se 
aplica. 

El Ejecutivo Nacional, aunque veia, como vé, con plena eviden* 
cia, que la facultad de hacer la declaración del estado de sitio 
pertenece esclusivamente al Congreso y á él en su caso, pero de 
ningún modo á los Gobiernos de Provincia, pudo muy bien abste- 
nerse entonces de observar sobre este procedimiento, por mas 
ilegal que lo considerase. Pero cuando, reunido el Congreso y 
c(m noticia oficial de la situación del pais, no juzgó llegada la 
necesidad de declarar en estado de sitio parte alguna del territorio 
de la BeptU)lica, y que al mismo tiempo pudo estimarse autorizar 
do, ó consentido al menos, por el Poder Ejecutivo, el estado de 
aiüo que aparecía como uno de los medios coercitivos que se 
empleaban para reprimir la rebelión por parte de la autoridad 
jeneral, desde ese momento y por tales consideraciones, el Sr. 
í* residente creyó de su deber, y oportuno, recordar á los Gober- 
nadores que no era posible mantener por mas tiempo aquella 
situación irregulstr, especialmente cuando el Tesoro y las armas 
de la Nación se emmeaban en hacer efectivas las garantías de 
paz y de orden en las Provincias que hablan sido perturbadas ó 
estaban amenazadas de serlo. 

A no ser así, siempre que la medida, limitadia á fines puramente 
provinciales, no hubiese envuelto ni indirectamente la responsa- 
bilidad del Gobierno Nacional como ha sucedido, el Sr. Presi- 
dente se hubiera abstenido indudablemente de llamar siquiera la 
atención de V. E. y de los Gobernadores sobre lo que el reputa 
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una infracción flagrante déla Constitución. Se hubiera abstenido 
aún reconociendo la inconstitucionalidad de la declaración, por 
que, " siendo la Constüttoiony las leyes de la Nación que en su 
" C09fisecuencia se dicten por d Congreso, . . .la Suprema ley de 
** la Nación^ y estando las autoridades de cada provincia obliga- 
^^ das á conformarse á ella, no obstante cualquiera disposición en 
" contrario que contengan las leyes ó constituciones provinciales, 
" art. 31," y siendo por lo tanto el Congreso el único que puede 
dictar leyes Supremas que todos tienen el deber de obedecer y 
cimaplir, y el Poder Juoicial de la Nación el único intérprete en 
los casos rejidos por la Constitución 6 por las leyes, á este sola- 
mente competiria en todo tiempo declarar la validez ó nulidad 
del estado de sitio provincial^ siempre que á ellq fuese llamado 
por un caso ocurrente, bajo el imperio de esta disposición estraor- 
diñaría. 

Esplicada así la oportunidad de la nota á que V. E. contesta, 
réstame solo agregar algunas observaciones que la de Y. E. 
sujiere. 

Haciendo el debido honor á sus convicciones y á su celo por la 
dignidad y las prerogativas legales de los Gobiernos de Provincia, 
que el Gobierno Nacional respeta y estima tanto como V. E. 
mismo, debo manifestarle que todas las consecuencias erróneas 
que deduce de las premisas que sienta, provienen en su mayor 
parte de la conñision que ha hecho de cosas muy distintas entre 
sí, cuales son el estado de siiioj la asamblea^ y la suspensión del 
haieas corpas. En efecto, la suspensión del habeos corpus no es 
sino la suspensión de una parte de los derechos individuales en 
cuanto afecta á la libertad de las personan y nada mas. La 
asamblea ó sea el estado bélico, solo se relaciona á la convocato- 
ria de la milicia y la majencia de la ley marcial para los que se 
hallen con las armas en la mano. Mientras tanto, el estado de 
sitio, según nuestro derecho constitucional (art. 23), afecta á la 
vez las cosas y las personas, suspendiendo por el hedió las 
garam;tias consütticionaleSy y estableciendo además modos y for- 
mas especiales para disponer délas personas. 

Esta simple distinción manifiesta desde luego que la suspensión 
del habeos corpas de que habla la Constitución Inglesa, y que la 
de los Estadas Unidos ha tomado de ella con su jurisprudencia y 
sus comentarios, solo tiene una analojia parcial con el estado de 
sitio que establece la nuestra; no siendo por lo tanto aplicable á 
él todo cuanto diga relación con aquella suspensión. Kespecto á 
la asamblea, ella se halla comprendida en la autorización para la 
reunión de las milicias de todas las Provincias (art. 67, inciso 24) 
y no hay duda que, no obstante ser éste un derecho esclusivo de la 
Nación, pueden las Provincias citarlas en casos estraordinarios 
Qorao poderes coíwurrervtes para ayudar al poder jeneral^ según 
V. E, lo dice, invocando la autoriaad de Story; habiendo podido 
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invocar para el efecto con mas fundamento el art. 108 de nuestra 
Constitución, que autoriza á las Provincias " á levantar ejércitos 
" en caso de invasión esterior ó de un peligro que no admita di- 
" lacion, dando luego cuenta al Gobierno federal. " Pero la de- 
claratoria de asamblea, tal como la define nuestra Constitución, y 
tal como la practican todos los pueblos libres de la tierra, aun en 
aquellos donde se le ha dado mas amplitud, nada absolutamente 
tiene de común ni con la suspensión del habeos corpua que afecta 
la libertad de las personas, ni con la declaración de estado de sitio 
ó suspensión de las garantías constitucionales, que afecta á la vez 
la« cosas y las personas del pueblo. 

La conlusion de estas tres cosas tan distintas por su naturaleza 
unas, por su aplicación y estension otras, conduce naturalmente 
á V. E. á una confusión mas grave y trascendental aun, cual es la 
de confundir las garantías y derechos individuales, con la restric- 
ción, suspensión ó negación de estos mismos derechos; asimilando 
lo que constituye esencialmente el derecho, con lo que no es mas 
que la escepcion del derecho mismo. En efecto, el derecho á la 
vida, á la propiedad, á la seguridad de las personas, las garantías 
constitucionales que son inherentes al hombre, son derechos supe- 
riores y anteriores á toda Constitución escrita; derechos que son 
propiedades del hombre considerado como soberanía individual, 
cuya agregación forma lo que se ha convenido en llamar la sobe- 
ranía del pueblo; pero la suspensión momentánea de esos derechos, 
la negación parcial de ellos, la restricción en determinados casos 
de esos mismos derechos naturales, si bien ha sido reconocida co- 
mo conveniente y necesaria en circunstancias dadas para la segu- 
ridad de las sociedades, j para mayor eficacia del gobierno de 
ellas, jamas ha sido considerada como parte integrante de los de- 
rechos innatos; nimca ha sido ni ha podido ser asimilada á los de- 
rechos individuales; y por el contrario, es requisito para que tenga 
validez, la renuncia ó el consentimiento espreso de los pueblos, y 
or lo tanto no nace del principio de la soberanía del pueblo, ni 
e la forma republicana del gobierno, sino en cuanto determina 
limitación ó restricciones á los derechos naturales de los bombines 
constituidos en asociación. 

Así pues, las dedaraci<mes^ derechos y ga/rantias (de que habla 
el art. 33) enumeradas en la Constüuciany y (fue no deben ser en- 
tendidas como negación de otros dei^echos y qarantias fw enume- 
rados en eUa, pero que nacen déla soberanía del jniSlo y de la 
forma r&pvhhcanu de GóbiemOy nada tienen de común con el es- 
tado de sitio y los efectos que de tal estado nacen, sino el ser la ne- 
gación ó la escepcion parcial de esos mismos derechos y garantías; 
negación que se halla espresamente consignada en la Constitu- 
ción Nacional en los artículos 23; 67, inciso 26; y 86, inciso 19 
que son terminantes. 
Despejada la cuestión de la confusión de ideas y cosas distintas 
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que podían estraviar el juicio, y que lia sido el oríjen de las con- 
Becuencias erróneas que de tal confosion fluyen naturalmente, la 
cuestión queda pura y simplemente concretada á averiguar cual 
es la autoridad á que compete declarar el estado de sitio, y á cual 
no, que ftié el objeto de la circular que se pasó anteriormente por 
este Ministerio á todos los gobernadores de provincia. 

Sea que la facultad de declarar el estado de sitio se considere 
como una facultad necesaria al gobierno ó como una atribución 
delegada ó esprcsamente consentida, el testo de la Constitución 
no puede ser mas claro y terminante á este respecto. 

Ella establece que el estado de sitio solo puede declararse en ca- 
so de commocion interior ó de ataque estenor que ponga en peli- 
gro el ejercicio de la Constitución líacional, y de las autoridades 
Sor ella creadas; y que solo puede declararse en el punto mismo 
onde exista la perturbación del orden, quedando allí suspensas 
las garantías individuales; dando al Congreso la facultad de decla- 
rarlo, aprobarlo ó suspenderlo, porque aun cuando en algún caso 
pueda el Ejecutivo hacerlo por sí, esta es una atribución que cor- 
responde tijiica y esclusivamente al Congreso. 

oiendo, pues, la facultad de declarar el estado de sitio y la de 
suspender las garantías constitucionales, una facultad delgada 
directa y espresamente por el pueblo reunido en Congreso y que 
se halla consignada en la Constitución Nacional; y determinándose 
en ella de, la manera mas inequívoca y esplícita, que esta facul- 
tad corresponde al Congreso y no á otro, no se necesita decir mas 
para demostrar hasta la última evidencia que esta es una facultad 
que compete única y esclusivamente á la Nación; que ella es atri- 
bución esclusiva del Congreso, y que considerándola simplemente 
aun como facultad delegada, las provincias no pueden ejercerla 
por sí y ante sí, no obstante cualquiera disposición en contrario. 

Lo dicho bastaría para justificar el pleno derecho y el perfecto 
conocimiento de causa con que el Gobierno Nacional dirijió la 
circular ya citada, el ningún derecho de todo otro poder que no 
sea el Nacional, para declarar el estado de sitio que suspende las 
garantías que nacen de la Constitución misma, que él está encar- 
gado de mantener, y hacer cumplir; y lo terminante y claro del es- 
píritu y de la letra de las prescripciones constitucionales que atri- 
buyen al Congreso Nacional y al Poder Ejecutivo en su defecto, 
el ejercicio legal de esa facultad. 

Pero esta facultad que V. E. reconoce en los Poderes Nacio- 
nales, no se comprende en la jurisdicción que á los Gobiernos de 
Provincia reservó la Constitución, único origen de donde puede y 
debe derivar lícitamente cualquier poder público; guardando á 
este respecto silencio todas las constituciones Provinciales, á es- 
cepcion de la Provincia de Buenos Aires, (que sin embargo nada 
objetó contra ella al tiempo de su reforma, y que ademas la con- 
sagró implícitamente, negándose su Convención á proponer re- 
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forma alguna en osa parte,) y que como todas las demás Provincias 
debe subordinarse á la ley suprema de que derivan y que la rige, 
si no en sus detalles, al menos en su conjunto y en sus aplicaciones 
á las garantías de todos los ciudadanos, cuya universalidad y aso- 
ciación constituye la soberanía popular. 

Jamás puede reputarse, como V . E. lo pretende, que sin una 
declaración espresa del pueblo que se la atribuya, aquella facultad 
sea inherente a todo Gobierno, por ser ó para nacer tal Gobierno. 
Importando el estado de sitio una suspensión de las garantías in- 
dividuales, todo Gobierno constituido entre cuyos fines primor- 
diales contase la conservación de los^ derechos primitivos del 
pueblo, necesitaría un acto espreso y solemne, en que el mismo 

{>ueblo le autorizara para privarle de sus derechos en casos sefia- 
ados y nunca discrecionaímente. 

Semejante facultad no se presume pues,, ni se deduce por inter- 
pretación, cuando no está claramente conierida al Gobierno en el 
^cta constitucional. 

Tampoco basta decir, en aquel caso, que la conservación del 
orden y la estabilidad del Gobierno requieren y legitiman el 
ejercicio de tal facultad. Esa razón de salud publica es un resorte 
juzgado ya y condenado universalmente, desde que se han esta- 
blecido Gobiernos regulares con poderes limitados por constitu- 
ciones escritas. 

El empleo, por muy feliz que sea, de cualquier medio de Go- 
bierno que la ley no autoriza, hiere la ley, y desde que se con- 
vierte en usual ó c^-ónico, la reemplaza con el arbitrario, poniendo 
en manos del Gobierno medios estraordinarios de acción con que 
el pueblo no manifestó haber tenido la voluntad de investirlo. 

Si la constitución de San Juan y las otras provinciales no con- 
tienen cláusula alguna que mas ó menos claramente, atribuya esa 
facultad estraordinaria a los Gobiernos de la respectiva localidad, 
es porque realmente no debían contenerla, en atención á que, 
esencial y literalmente, ella es esclusiva del Gobierno Nacional, á 
cerca de lo cual insisto en recordar á V. E. que se ha formado ya 
una jurisprudencia esplícita no solo por la declaración uniforme 
del Congreso de la Confederación cuando esas constituciones le 
fueron presentadas para su revisión; sino por el asentimiento im- 
plícito de las provincias todas, inclusa la de Buenos Aires, al tiempo 
de la reforma constitucional, y por hechos notorios y solemnes á 
que ha concurrido gran parte de ellas, después del estableci- 
miento del actual Gobierno, confirmando en la práctica esa juris- 
prudencia que nunca filé directa ni indirectamente contestada. 
X es de notarse que nadie puede hoy, V. E. especialmenie, tachar 
esa jurisprudencia como aoctrina propia de un partido político 
caracterizado por su hostilidad á la legítima independencia de los 
gobiernos de provincia, desde que ella ha sido corroborada piínci- 
palinentc por un acto solemne y elocuentísimo. 
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Después de una lucha tenaz en defensa de su autonomía pro- 
vincial, Buenos Aires formuló sus observaciones á la constitución 
del 63, con el propósito declarado de garantirla en la práctica de 
la vida nacional, ampliando la esfera de la jurisdicción local. Esta 
tendencia de las reformas dominó el espíritu de la convención de 
Santa-Fé; y sin embargo de su completo triunfo, no obstante la 
importancia dominante de la materia, en esa ocasión singar- 
mente favorable, nada se añadió á la constitución en el sentido de 
participar á los Gobiernos de Provincia el ejercicio de aquella fa- 
cultad, manifestando claramente que nada queria reformar en esa 
parte, mientras que se dejó subsistente la clausula que la atribuye 
al Gobierno Nacional únicamente, y con ella el principio que de- 
terminó la declaratoria del Congreso de la Confederación. Cuando 
el pueblo, revisando su constitución, nada estatuye para modifi- 
car ó corregir el testo ola inteligencia práctica que se le lia dado, 
BU confirmación, aun cuando ñiera puramente implícita y sin las 
circunstancias especiales que á este respecto concurrieron en la 
Convención de Óuenos-Aires y de Santa-Fé, escluye, prohil>e y 
condena de suyo .cualquier otra interpretación de su ley ftmda- 
mental. 

Así, estraña profundamente, ver á V. E. que tan de antemano 
se dedicó al estudio de la Constitución; V. L. campeón constante 
de las libertades provinciales, cuando eran holladas por el Gobierno 
refractario de la Confederación; V. E. que participó en la prepa- 
ración de las reformas que en ese sentido debia proponer Buenos- 
Aires; V. E., en fin que tan decidido afán empleó para que obtu- 
\áeran el anhelado triunfo en la Convención de Santa-Fé; estraña 
ciertamente que habiendo cesado el motivo de aquel noble debate, 
fuera de ocasión y en presencia de una jurisprudencia á que 
V. E. mismo concurrió, quiera hoy alzar su opinión como doc- 
trina, V que, para sostenerla contra aquella jurisprudencia que 
olvida V. E., busque antecedentes que apenas mera analogía tie- 
nen en este punto con nuestras instituciones. 

V. E. invoca la legislación de Estados Unidos como ejemplo 
congruente para deducir una doctrina que contradice nuestra 
propia iurispmdencia. 

Juiciosa cautela hubiera sido examinar antes esa legislación, 
comparándola con la nuestra, á fin de notar sus diferencias esen- 
ciales, y escusarse el doble error de pretender elevarla entre no- 
sotros al rango de doctrina, y de doctrina preferente. 

La suspensión del habeos corpua se encuentra establecida, como 
se establece un principio, en la Constitución general de los Esta- 
dos-Unidos, es decir, se establece que él no podrá ser suspendido 
sino en caso de insurrección ó de invasión estrangera, lo mismo 
que en idéntico término se establece en las Constituciones parti- 
culares de los Estados, cuya categoría con-esponde á lo que nues- 
tro derecho público denomina las Provincias. 
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Desde luego, resulta una diferencia fundamental entre aquella 
legislación y la nuestra. 

Los Estados de la Union tienen positivamente incorporado en 
su Legislación particular el principio de la suspencion del haheas 
corpvs ; al paso que la legislación de las Provincias Argentinas 
carece absolutamente de una dis^sicion cualquiera, que establez- 
ca la declaración del estado de aüio^ ni como simple principio, ni 
como atribución facultativa. Los Estados de la Union pueden 
pues suspender el Iwheas oorpuSy sin salir de su Constitución y sin 
infringirla, mientras q^ue los gobiernos de las Provincias, aun 
dado que fuera compatible en ellos la facultad de declarar el estar 
do de &itÍ0y siempre necesitarían para ejercer lícitamente esta es- 
pecie de abrogación de los derechos políticos que, consultado 
convenientemente el pueblo, la reconociera antes en principio, y 
la incorporase á su derecho público como atribución facultativa 
de alguno de los poderes constitutivos de su gobierno. 

Otra diferencia esencial entre el hojeas corpus y el estado 
de sitiOj consiste en la materia, por decirlo así, que uno y otro 
comprende. 

Tal como fué transportado de Inglaterra á sus colonias ameri- 
canas, el habeos corpus tiene una bmitacion notable, sobre todo 
si se observa su manera de proceder, mas como garantía suplemen- 
taria de la libertad individual que como verdadera y directa ga- 
rantía; asi es que su suspensión, limitada también respecto de la 
libertad individual de las personas, antes que afectarlas, afecta á 
la autoridad á quien compete ejercitar el acta del habeos oorpus. 

Entre tanto el estado de sitio, comprensivo de las personas y 
de las cosas, afecta directamente á unas y otras; suspende las ga- 
rantías constitucionales, como queda espuesto, y aun elimina 
aquellos procedimientos que las autoridades tienen prescritos para 
ll^ar hasta eUas. 

El habeos corpus^ mas que al orden político, perteneció y toda- 
vía participa del derecho común. 

El estado de sitio, al contrario, despeja, con escasa limitación, 
el cuadro completo de los derechos naturales y de las garantías 
constitucionales. 

A mas de todo esto, era muy propio que V. E. hubiera compa- 
rado la manera tan diversa como se establecen en una y otra 
constitución el habeos corpus y el estado de sitio, que V. E. con- 
funde, aun bajo este aspecto, obteniendo similitudes <^ue no existen. 

La suspensión del habeos corptcSj%eg{m queda indicado, se esta- 
blece en la constitución del Korte como se enuncia y declara un 
principio; cuando nuestra constitución nacional, no solo sienta 
como principio la declaración del estado de sitio, sino que va mu- 
cho mas allá, al constituirlo positivamente como una de tantas 
atribuciones facultativas del Gobierno Nacional; resultando de 
aquí que, si las constituciones particulares de los Estados Norte 
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AmerieanoB contíenen la suspensión del hahecLS corpus, no Iiacen 
sino repetir el principio, mas bien de administración de justicia 
que político, contenido en idéntico sentido y rango por la consti- 
tución Nacional de Estados Unido^ mientras que, si las consti- 
tuciones de las Provincias Argentinas contuvieran la declaración 
del estado de sitio para su comprensión territorial, no solo repe- 
tirían un principio verdaderamente político, sino que conferinan 
también a su gobierno la misma facultad que la constitución 
atribuye al de la Nación: con lo cual llegaría á (juedar allí em- 
barazada, ^tal vez imposibilitada la acción de la justicia y d^la 
administración nacionales, y la garantía que el óobiemo de la 
Nación debe prestar alas instituciones de provincia; punto capi- 
tal á que se contraía la circular de 13 de Mayo último. 

Pero esa manera aparentemente vaga, de establecerse en la 
constitución de Estados Unidos la suspensión del Ju¿beas corpus, 
tiene una razón bastante grave, la cual decide, por decirlo así, 
la total diferencia que la separa de nuestro esUido de wtio. 

La historia de su Convención y la vida práctica demuestran 
que la constitución norte americana, no quiso conferir absoluta 
mente un verdadero resorte de gobierno en la suspensión del 
habeos corpité. En el nuevo orden de relaciones que creaba, ella 

S[uiso reconocer el derecho á este acto en todos los ciudadanos de 
a unión indistintamente. Para eso optó por la cláusula en que, 
fijando la escepcion, se reconoce el derecho al hcíbeaa corpué^ <jue 
es la regla; y los Estados á su vez, consecuentes con la aodrina, 
incorporaron la misma cláusula en la dedaracion de dereeh4>8 que 
sus constituciones particulares contienen; debiendo agregarse que 
ochenta años de práctica no presentan im solo caso en que los 
Estados hayan dado distinta inteligencia á la suspensión del nabeae 
eormte. 

Éasta esto para evidenciar la completa desemejanza que existe 
entre nuestra legislación y la Norte Americana, ae la cual Y. E. 
ha tomado principio equivocadamente para deducir, por analojía 
una doctrina que, sobreponiéndose á nuestra jurisprudencia y 
nuestra constitución, justifique el estado de sitio que declaró la 
Provincia de San Juan. 

Pasando á consideraciones de otro orden, que ilustran y com- 
pletan nuestro derecho público, examinándolo á la luz de la his- 
toria y de sus antecedentes legales, el Gobierno Nacional desea 
abundar á este respecto en pruebas y demostraciones del perfecto 
derecho y conocimiento de causa con que ha obrado, impidiendo 
á la vez por este medio que se acrediten ideas falsas ó erróneas, 
que están en abierta contradicción con nuestra ley fundamental, 
con los orígenes reconocidos de la nacionalidad argentina y con 
nuestro modo de ser político. 

En nuestro modo ae ser, el derecho político, (mientras nos rijan 
los principios de que se deriva nuestra personalidad como Na- 
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cion,) no tiene ni ha tenido otro origen reconocido que el de la 
soberanía colectiva del pueblo argentino reunido en cuerpo do 
Nación y representado en Congreso, no siendo la soberanía inter- 
na de cada provincia sino un derivado de la soberanía Nacional, 
subdividida no de manera que cada localidad pueda ejercerla en 
toda y cada una de sus partes, sino en cuanto sea necesaria para 
la acción del gobierno propio y de la administración interna de 
cada provincia. 

V. E. dice sin embargo, respecto de las facultades atribuidas 
al Gobierno Nacional, que ellas son delegaciones no del pueblo 
consolidado en cuerpo de Nación y reunido en Congreso, smo de 
las entidades colectivas Uamadas provincias, que Y. £. supone 
preexistentes á la Nación. 

Este es un error fundamental en oue incurren tanto los que 
considerando en sus formas extemas xa organización de los Esta- 
dos Unidos de América, aplican en un t<>do las doctrinas desau- 
torizadas de sus partidos á pueblos que han adoptado la misma 
tbrma de gobierno, cuando los que considerando a los estados de 
aquella Union como estados independientes en su oríjen, no ven 
en eUos mas pueblo que el pueblo de los Estados, ni otra fuente 
de derecho que la de su soberanía parcial. 

Los Estados Unidos por mas que al constituirse en cuerpo de 
nación fuesen colonias parcialmente constituidas con sus cartas 
propias y sus poderes constitucionales, nunca ftieron Estados in- 
dependientes antes de su emancipación de la Metrópoli, bajo cu- 
yo dominio y lejislacion estuvieron por siglos. Menos lo íueron 
cuando al emanciparse de ella todas las colonias imidas hicieron 
la solemne declaración de su independencia con la voz de un solo 
pueblo, ni cuando se organizaron en Congreso en que estuvieron 
todas representadas, haciendo esfuerzos comunes en la lucha que 
dio por resultado su independencia de hecho y de derecho; ni 
cuando para darse una forma de gobierno que gestionara los in- 
tereses ae toda la nación, sancionaron la ^deracion que ñié la 
ley constitutiva de los Estados hasta 1787, menos aun cuando en 
vista de los defectos de esta forma de gobierno, nacida de la falta 
de autoridad del congreso, y de la ineScacia del gobierno central 
para mantener la paz y hacer el bien de los Estados, reformaron 
su constitución, estrecnando el vínculo de la imion, y ampliaron 
las facultades de la autoridad general, porque entonces como 
siempre, pero mas directamente que en otras ocasiones, fué' el 
pueblo de los Estados Unidos y no los Estados, el que delegó sus 
poderes en el estado general y en los Estados las atribuciones que 
creyó convenientes, dando á la Constitución no el cai*ácter de un 
pacto celebrado entre las partes que formaban la Nación, sino 
como el establecimiento de una forma de gobierno creada por 
ella en su capacidad nacional v con los altos fines del gobierno 
libre, reconociendo en el pueblo una sola soberanía, dividiéndola 
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en lo qne se llama ]a soberanía nacional detenninada esplíelta" 
menté, j la soberanía local, circnnscrita á bu órbita. Asíj aun 
Cuando pudiera decirse sin aparente impropiedad que en un mo- 
mento dado la soberanía ñie retenida accidentalmente por los 
Estados que tenían su modo de ser político, sus gobiernos propioe 
y su voluntad libre; y que delegaron como entidades coloctiyas 
aquello de que estaban en posesión y que podía llamarse suyo; al 
delegarlo por la primera vez no pretendieron por esto confiervar 
el derecho á lo que habla d^ado de ser su propiedad, ni so re- 
servaron la facultad de modincarlo, ampliarlo 6 restringirlo en su 
calidad de tales, subordinándose entonces como siempre al gran 
principio democrático de la soberanía del pueblo, base & su 
nacionalidad. 

£1 cuerpo de Nación llamado Kepáblica Argentina, tiene su 
origen mas claro aun en cuanto al principio de la soberanía na- 
cional. Su nacionalidad no es una consecuencia de la agreda- 
eion de varios Estados que tuviesen un modo de ser político an- 
terior, ni una forma de gobierno especial propia que pudiese 
llamarse suya. La Nación es anterior á la forma de gobierno 
actual, la cual no fluye ni aparentemente de la soberanm de las 
provincias consideradas como tales, sino de la soberanía de la 
universalidad de los ciudadanos argentinos que la componían y la 
componen; y que por su libre y espontánea voluntad se declararon 
en cuerpo de N ación por el acta de su Independencia, para darse 
como tal Nación, la lorma de Grobiemo oue consideraron mas 
conveniente á sus necesidades; y á virtud áe ese acto fundamen- 
tal, origen del derecho político nacional adoptaron para su Go- 
bierno la forma representativa republicana federal, en los térmi- 
nos en que lo establece la Constitución general, según se declara 
espresamente en el art. 1. ® de ella dictada y promulgada en 
nombre de los RepreservtmUes delpiéMo argentino. Así pues; es 
de ese todo llamado Nación que proviene la existencia legal de 
las Provincias, su soberanía limitaida al círculo de su vida interna 
y la razón de ser sus gobiernos parciales. 

Pero, aun prescindiendo de esto, la similitud que se pretende 
establecer, y que como queda demostrado solo existe pora probar 
la unidad nacional, tampoco probaria nada en el presente caso, 
puesto que V. E. al asimilar en esta parte las circunstancias de 
ambos pueblos, no ha probado ni podido probar que á los Esta- 
dos Norte-americanos, aun dado tíil oríjen antonor de poderes 
soberanos, les fuese lícito ejercer por sí y ante sí la facultad de 
suspender el habeos corpxis si sus constituciones particulares guar- 
daran silencio á este respecto, y la Constitución general estatu- 
yese lo contrario; que esto es lo que V. E. sostiene al sostener que 
los Gobiernos de provincia pueden declarar por sí el estado de 
sitio, ftindándose en el derecho universal, no obstante el silencio 
desús constituciones y las prescripciones en contrario de la Consti- 
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(pcion Nacional; Iiabiéudose Uii^ítado Y. E. á este res}>ecto á una 
simple (ata de Story en lo relativo á la convocatoria de las mili- 
cias, considerando a los Estados como poderes concurrentes de la 
autoridad general, lo que como queda dicho, no solo autoriza 
Story, sino el testo mismo de nuestra Constitución, lo que tampo- 
co prueba que el pod&r ooncunrerUe sea independiente y estraño 
al poder que auxilia y de que se deriva la facultad. 

I*ero no solamente las razones teóricas concurren á condenar 
en los Grobiemos de provincia la declaración del estado de sitio: 
consideraciones prácticas, tan positivas como poderosas, añaden 
su peso para que de todos modos, sea incompatible en ellos seme- 
jante facultad. 

y. £. ha de disimularme que tome á propósito el estado de si- 
tio oue V. E. declaró. 

i Que le produjo en espedicion y facilidad para robustecer opor- 
tunamente la acción del gobierno, que no le hubiera dado el esta- 
do bélico ó de asamblea, para que le autorizaba la Constitución ? 

Según V. E. mismo, el estado de sitio no tuvo otra aplicación 
que la de arrestar por unos cuantos dias algunos individuos, quizá 
insignificantes. 

Mientras tanto, es un hecho que aquellos gobiernos que se atu- 
vieron al medio que la Constitución les prestaba, han realizado 
sin recurso alguno anticipado del Gobierno Nacional, una parte 
muy importante de la obra de represión y pacificación á que el 
estado de &itto pareció destinado por otros gobiernos. 

Ademas de la ineficacia demostrada de semejante resorte, 
cuando concurre con el que la Constitución le franquea, debe 
tenerse muy presente la penosa situación que el estado de si- 
tio crea para el pueblo sobre que se ejerce, pesando co- 
mo pesa una amenaza universal, perenne, indefinida: condición 
que lo hace odioso y terrible por eso solo, aunque á nadie hiers^ 
ni toque con el arbiti*ario que instituya en lev. 

No mencione el interés público, la necesidad universalmente 
sentida de propender á ñmdar el respeto á la autoridad por la 
moderación de los medios de gobierno, y á regularizar los hábitos 
populares con la siempre grata y proficua espansion que las per- 
sonas y las cosas reciben del orden público que la Constitución 
garante. 

Sírvase^ si, considerar Y. E. que aquella facultad, insostenible 
y estéril ante la Constitución, lejos de servir á los fines honestos 
y grandiosos del Gobierno, trae consigo inconvenienteá de incon- 
mensurable magnitud, especialmente para pueblos y gobiernos 
que, como los nuestros, se hallan en oondiciones que todavía no 
se normalizan. 

No tema V. E. que el Gobienio Nacional cimiente el deq)o- 
tismo por el estado de sitio. La historia de la Confederación y 
muy particularmente la del noble pueblo que V. E. gobierna, son 
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lapmeba mas elocncnte de que ni aun el mas exagerado aboso d^ 
ese recurso estremo puede nada sobre el sentimiento local qne se 
alienta en el amor de la libertad. 

Debe temerse, al contrario, qne el espíritu de partido, cuando 
todavía no está bastante moderado para confiar únicamente á la 
ley las reparaciones individuales ó públicas, ocurra al estado de 
sitio como á medio bastante poderoso para saciar pasiones que 
conviene moderar ó contener. 

Mucho mas que la desviación del Grobiemo, la anarquía local 
y la ruina completa de una Provincia, sería de lamentar que, á 
poseer el estado de sitio entre sus resortes lejítimos, los Gobier- 
nos provinciales, por pasión, por cálculo ó por impotencia de los 
medios leales, viniesen á establecer sobre ese pié, y aunque fue- 
ra por incidente, una situación igualmente anómala páralos pue- 
blos de la Bepública. £n tal estremo, el Grobiemo Nacional ca- 
ducaría, no por su desopinion ó sus desvíos, sino ante el arbitrario 
de las Provincias, que no podría resistir con la ley, desde que así 
se desconociese su imperío. Mientras tanto, esa facultad atribui- 
da por la Constitución únicamente al Congreso, y ejercida por 
él con las limitaciones prescríptas y con la responsabilidad que 
tiene el verdadero y único representante del ejercicio de la sobe- 
ranía nacional, en ningún caso puede hacer peligrar la libertad, 
ni ser una amenaza á las cosas y personas garantidas por la 
Constitución. 

Y. E. ha creído sin duda ver una amenaza á la libertad en lo 
que no es sino una garantía mas dada por la Constitución á las 
garantías del hombre en sociedad, en el hecho de estatuir que á 
la soberanía nacional representada y ejercida por el Congreso 
compete únicamente la facultad de suspender las garantías cons- 
titucionales en una ó varías partes del terrítorío argentino, ó en 
tDda su estension. 

A esta garantía práctica el Gobierno deseaba agriar otra 
mas, cual es la de hacer penetrar hondamente en la conciencia 
del pueblo, que el Gobierno Nacional se abstendrá de hacer uso 
de ese medio de gobierno, tanto cuanto le sea posible, y que solo 
lo empleará en circunstancias muy estraordinarías y estremas; 
fNorque considera que ni es indispensable para gobernar, ni supe- 
ríor á los medios ordinarios de gobierno que la Constitución na 
puesto en su mano para garantir eficazmente el orden y las liberta- 
des públicas, sin necesidad de atacar ó suspender esas mismas 
libeitades. Por esto es que hasta el presente, no ha hecho uso de 
la facultad de declarar el estado de sitio, no obstante haber estado 
autorizado á ello por la Constitución y por leyes espresas del 
Congreso; y espera no tenerlo que declarar en adelante. 

VTE. que ha visto en la circular de este Ministerío apropósito 
del estado de sitio, peligros de intervención, y tendencias del 
gobierno jeneral á ejercer poder sobre las pro>'incias en lo relativo 
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^ ásu réjiínen interno, no es de estrafiar qne haya visto en ella una 
amenaza á las libertades provinciales, ó á la independencia de sus 
poderes públicos, y que naya creido necesario apelar á un medio 
eatraordínario y ostra-constitucional para autorizar una doctrina 

aue no se funda ni en el derecho natural, ni en el derecho consenti- 
o, y que en todo caso hay modos y medios legales y conocidos para 
establecerla de una manera que téngala irresistible fuerza de la 
ley ilustrada por la jurisprudencia, proclamada por sus órganos 
lejitimos, y ante cu^a declaración deben inclinarse respetuosa- 
mente pueblos y gobiernos. 

De esta equivocación fundamental nace seguramente la estrafia 
y gravísima apelación á las Lejislaturas Provmciales. Ni una, ni 
todas juntas tienen poder constitucional para establecer jurispru- 
dencia en materias rejidas por la Constitución Nacional, porque de 
lo contrario ellas vendrían á ser los jueces de la constitucionalidad 
no solo de sus leyes propias sino de las que, dictadas por el Go- 
bierno Nacional, hubieran de aplicarse en su territorio. 

Consecuente con esta falsa apreciación, Y. E. ha tenido que 
suprimir en su lai^a é interesante argumentación hasta la mas 
remota mención del Poder Judicial, creado por la Constitución y 
erijido por ella en intérprete práctico, definitivo é irrevocable de 
sus prescripciones. V. E. olvidaba completamente que si el Con- 

freso Nacional ó las Lejislaturas de Provincia, ultrapasasen, al 
ictar las leyes, los límites de sus poderes respectivos, hay á su 
lado un otro poder á quien incumbe, llegado pl caso, declarar si 
esas leyes son ó no valederas delante de la Constitución, que es la 
regla suprema. 

Suponiendo que una mayoría ó aún la totalidad de las Lejislatu- 
ras Provinciales reconocieran la doctrina de V. E., en cuanto al 
estado de sitio^ por medio de actos ó procedimientos que no se 
atina á concebir; semejante adhesión no dá ni quita un átomo al 
valor legal de la declaración. El vecino de una provincia en qiiien 
se violasen las garantías constitucionales á nombre del estado de 
sitio declarado por las autoridades locales, ocurriría ala justicia 
nacional en resguardo de sus derechos agredidos; y cuando este 

{loder declarase pacifica pero autorítativamente la inconstituciona- 
idad de la medicla, resolviendo el caso, todo elprestniode esa ley 
desaparecería V solo entonces se establecería la verdadera jurispru- 
dencia por la única autoridad que tiene facultad de establecerla. 

Esta es la verdadera faz de la cuestión, esta es la sana doctrina; 
esta es la ley. 

Aquella misma doctrina que V. E. acoje, surjió también hace 40 
años en Sud-Carolina y se puso al servicio de los intereses de algu- 
nos Estados esclavócratas de la unión. Ella fué condenada como 
anárquica y subversiva de los fundamentos de la constitución; pero 
desde entonces se han desenvuelto mas y mas los intereses ílejítí- 
jnos que la proclamaban, y después de haber puesto muchas veces 
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lasneriede la Nación al borde del abismo, lia concluido por pro- 
ducir la tremenda rebelión qne despedaza todavia las entraña» de 
aqnel ^ran pneblo. 

Xa (foctrina del veto de los Estados, la doctrina de la nulificación, 
la doctrina de la mice^ion^ la doctrina del pacto revocable, esa 
doctrina que ha venido á comprometer el ensayo mas grandioso de 
un gobierno popular y Ubre en las sociedades humanas; esa es la 
misma doctnna que V. E. levanta con su palabra aut<mzada, 
corriendo el riesgo de estraviar con ella la opinión no formada 
todavía con claridad sobre la naturaleza y antecedentes de nues« 
tras instituciones; arrojando al propio tiempo la desconfianza y la 
inquietud en cuanto al destino que aguarda á estas instituciones, y 
esto á nombre de una independencia provincial que nadie ataca, 
invocando precisamente para sostítnir á la acción r^^lar y tran- 
quila de los poderes públicos de la Xacion y el ejercicio constitu- 
cional de la soberanía del pueblo directamente delgada en ella, 
las variadas y peligrosas interpretaciones de uno ó mas Qobema* 
dores, de una o mas Lejislaturas, procediendo s^un su ciencia y 
conciencia en ausencia de la ley y de la regla escrita. 

Hago la debida íusrticia al elevado patriotismo y la reconocida 
intelijencia de Y. E. persuadiéndome que tales conclusiones no 
han estado en su mente, y que las rechazaría si se llegase á conven- 
cer que ese seria el resultado de las doctrinas que sostiene: pues 
V. E. que sostiene el derecho de los Gobernadores (que es el caso 
práctico de que se trata) pai*a declarar por sí el estado de sitio, sin 
invocar ninguna ley i>rovincial que á ello lo autorice, ni aducir 
ningún precedente que lojustifique, no ha podido de 6^;:uro soste- 
ner el derecho de ejercer tan importante atribución sin estar sujeto 
á alguna ley ó regía anterior, como lo están todos los poderes Áq la 
tierra que en los pueblos libres y cristianos ejercen esta &eultad« 
No estando reconocida ni ralada esta facultad sino única r esclu- 
sivamentepor la Clonstitueion Nacional, es evidente aue\".E. no 
ha podido creer que le fuese lícito seguir otras reglas ai declarar el 
estado de sitio, que aquellas que se hallen consignadas en la misma 
Constitución, pues no es de suponer racionalmente haya pretendi- 
do colocar mas arriba de esa ley suprema el arbitrario irresponsable 
de los gobernantes locales. Siendo esto asi, como es y como no 
puede dejar de serlo sin incurrir en el absurdo, es solo en virtud de 
una ley nacional, no de una ley estrafia, no de una atribución táci* 
tamente retenida, no de una ley provincial, que V. E. se consideró 
autorizado á declarar el estado de süio en la Provincia do San 
Juan. 

Prescindo si el fué declarado en las condiciones que la deter- 
mina la constitución nacional, para sacar de todo lo dicho la muy 
natural deducción, que V. E. solo ha entendido poder ejercer tal 
atribución eu calidad de poder concurrente^ y me persuado tanto 
mas- de esto, cuanto que V. E. pai*a sostener en los gobernadores 
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ele provincia la facultad de declarar el estado de sitio para con- 
currir al restablecimiento del orden público en las provincias, 
dice lo siguiente : " No entienden así los jinrisperitos de los Esta- 
" dod Unidos las facultades delegadas; pues aun en los casos en 
" que es esclusivo el derecho del Presiaente como en el caso de 
" convocar la milicia, Story, dice: ^^^ero nada hay en la consti- 
" ttt^ucioTij giie prohiba á vm, e¡stado cüar 9u propia rmliciapara 
" ayudar dios Estados Unidos^ á repder invasiones y reprimir 
" insurrecciones. Tal ^erdcio de poder cancurrentey en manera 
" alguna obstruye el ejeroicio de los poderes de la wnion. La 
" autoridad de convocar ^ y la autoricíad esdusiva de gobernar^ 
^' son enteramente distintas en su natfuraleza. " 

De lo que se sigue qitó V. E. entiende con Story, que el poder 
concurrente no solo no escluye el poder esclusivo de gobernar, sino 
que es un mero poder auxiliar de la autoridad general, no ima 
propiedad esclusi va de la soberanía provincial. 

La conclurion natural de tal modo de pensar, debiera ser que 
la fuente de todo poder es únicamente la soberania popular colec- 
tivamente delegada por todos y cada uno de los ciudadanos, que 
es la que ha constituido el gobierno general, y que por lo tanto el 
poder concurrente de citar la milicia y hacer declarar el estado 
de süiOj si lá Constitución lo hubiere establecido, no es una reten- 
ción de la soberania local, sino una derivación de la soberania na- 
cional. Pero no sucede así: V. E. desviándose de las consecuen- 
cias de su misma argumentación, supone á mas de una del^acion 
tácita que no se define, ima delegación de facultades por parte de 
las provincias, que cree puede ser á su vez revocada o anulada en 
cierto modo por interpretaciones desautorizadas. 

Esto proviene del error en que V. E. incurre con estraña insis- 
tencia, del error capital que domina toda su argumentación como 
el principio á que naturalmente han de conducir esas apreciacio- 
nes y teorías aisolventes de la nacionalidad argentina, y es por 
esto que me veo á mi vez en la necesidad de insistir á su respecto, 
considerándolo bajo nuevos puntos de vista, aduciendo á su respec- 
to otros ejemplos. 

Este error, apuntado y refutado ya del punto de vista histórico, 
consiste en la manera como V. E. parece entender el oríjen y la 
significación de la Constitución Nacional. 

" La Constitución Nacional", ha dicho V. E., " es un poder de- 
" legado por las Provincias para construir un Gobierno General 
^^ perfecto para sus fines. " 

Asi entendido, el Gobierno de la Nación no ejercería otras fa- 
cultades que aquellas que las Provincias hubieran querido eonfe- 
rirle ó le dejasen ejercer; pues las entidades políticas que Y. £. 
supone como delegantes, serian así la iuente del derecho Político 
Nacional, y tendrían atm en ese concepto la prwrogativa de inter- 
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pretar la esteiision del ix)der delegado, y aun la de fijar una rever- 
sión de derechos que aniquilase la existencia del Delegado político. 

El oríjen de la Constitución Nacional según fué ya demostrado, 
está muy lejos de ser esa negación del Pueblo Arjentino que V. E. 
discurre. 

La fuente de toda soberanía y de todo derecho, ya que es nece- 
sario repetir esta noción rudimental del derecho público, está en 
el pueblo de la Nación, que, reunido en Congreso constituyente, se 
da, por su propia y soberana autoridad, aquellas instituciones que 
mejor estima para los altos fines de su independencia, de su liber- 
tsídy de su bienestar y su progreso. 

La voluntad nacional ha sancionado la Constitución que nos ríje 
no como la ratificación de im pacto entre Estados independientes 

soberanos, sino como ima verdadera ley ñmdamental, con todos 
os atributos de tal en suorijen, en su esencia y en su objeto; y los 
representantes que, en virtud de un derecho eminente y esencial- 
mente soberano, el Pueblo Argentino caracterizó para formular 
la Constitución, en manera alguna pudieron estar m estuvieron li- 
mitados en su mandato por instrucciones ó preceptos emanados, no 
ya de soberanias locales, pero ni aun de autoridades de las Provin- 
cias y para objetos que dijeran relación con ellas principalmente. 

La Constitución así nacida, establece y consagra los derechos 
imperecederos del hombre en sociedad, y funda los Poderes pú- 
blicos álos cuales el pueblo confiere las facultades suficientes para 
que esos derechos sean garantidos y para que los destinos de la Na- 
ción no queden frustraos. 

A ese efecto, la ley fundamental reconoce dos órdenes de auto- 
ridades colocadas en muy distinta esfera: las unas, clara y defini- 
damente diferidas para el Gobierno de la Nación, y las otras de 
carácter local puramente, cuyo establecimiento se encomienda al 
pueblo de las diversas limitaciones territoriales, con restricciones 
no menos precisas é indispensables para el completo ejercicio de 
los poderes que el gobierno de la Nación reclama. 

Por esto es que las provincias, no solo tienen el derecho^ sino 
(lo que es mucno menos propio de la soberanía que V. E. les atri- 
buye) d deber impuesto por la Constitución, de " dictar cada una 
" para sí una Constitución bajo el sistema representativo republi- 
" cano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de 
" la Constitución Nacional. " • y como si hubiera querido dar una 
sanción 4 esta cláusula verdaderamente preceptiva, ella agrega 
en seguida: " Bajo estas condiciones, el Qt)biemo Federal garan- 
" te a cada Provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. " 

Y no hay que olvidar que es notorio que esto se hacia precisa- 
mente para reaccionar contra los gobiernos irresponsables que á 
título de la soberanía local la habían monopolizado para hacerla 
servir ala opresión del pueblo; siéndola Constitución la que regu- 
larizó esos Gobiernos, y no ellos los que delegaron lo que ni toman 
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por derecho propio, ni pudieron limitar ni retener sin violar el 
principio ftindamental de nuestra asociación política. 

No nay pues mas delegación que la del pueblo argentino, ni 
hay otro derecho nacional ó provincial, fuera del que ñmdala ley 
suprema de la Nación. 

Si, en vez de haber adoptado para la distribución de los pode- 
res públicos, una íormula que parece la mas adelantada de la 
esperiencia humana en punto á gobiernos republicanos, el pueblo 
arjentino hubiera quendo restrinjir mucho mas las facultades 
reservadas para el Gobierno provincial, bien pudo llevar este 
sistema hasta el establecimiento de im Gobierno unitario, y aún 
hasta la abrogación de toda jurisdicción de Provincia. 

Semejante proceder hubiera sido un error grave, sin duda; pero 
la Constitución así dictada v ^' confirmada por la adhesión y el 
juramento del pueblo" haoría sido sin embargo, la ley suprema 
del país, aunque por ella desapareciese completamente el ser 
político de las Provincias. 

Y esta manera de ver el oríjen de la Constitución, no debe ser 
una novedad, especialmente para Y. £.; que tan plausible empeño 
muestra siempre por esplicar nuestro derecho por las prácticas 
y las doctrinas del pueblo que en esta parte nos sirvió de modelo. 

Por lo mismo, ha de disimularme V . £. que al testo espreso de 
nuestra Constitución, al de las disposiciones que de allí parten ó 
que allí concurren para confirmar el verdadero orfjen de los pode- 
res nacionales y provinciales, yo afiada á mi vez una referencia á 
aquel modelo, y que con su autoridad incontestable abunde en la 
demostración del gran error que Y. E. padece en asunto tan 
capital. 

La Corte Suprema de los Estados Unidos debe merecer entera 
fé cuando se espide respecto del derecho público, cuya intelijencia 
práctica y legal le está confiada por aquella Nadon. 

Con motivo de un caso ocurrente a su decisión, la Corte Supre- 
ma ha librado una declaración que no puede ser mas esplícita ni 
mas apropósito para rectificar el mal entendido concepto de Y. £. 
respecto al orijen y á la autoridad de la Constitución, y de los 
poderes nacionales y provinciales. 

" La Constitución de los Estados Unidos dice la Corte (Martin, 
Ilunters Lessee,) no fdé ordenada y establecida, por los Estados 
de la Union en su capacidad sol)erana, sino, como lo declara el 

Íreámbulo de la Constitución de los Estados Unidos (Nos el 
^ueblo de los Estados Unidos &a) .... (Nos los Hepresentantes dd 
pueblo de la Nadon ArjenMna ¿a,) 

" Pudo el pueblo investir al Gobierno Nacional con todos los 

poderes que creyese propios y necesarios; pudo estender y limitar 

esos poderes según su voluntad, y pudo también conferirles una 

autoridad eminente y suprema. " 

" El pueblo tuvo derecho de prohibir á los Estados el ejercicio 
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de aquellos poderes qae, á su juicio, ñieren incompatibles con los 
objetos déla Constitución Federal, y de prescribir que los poderes 
de los gobiernos de Estado estuviesen en casos dados, subordinados 
á los de la Xacion. " 

" La Constitución, por consiguiente, no tuvo su ornen en las 
'' soberanias existentes, ni fué delegadom de los poaeres que 
" ejercían los Gobiernos de los Estados. " 

Estas referencias auténticas escusan de suyo todo comentario, y 
patentizan luminosamente la poco meditada equivocación en que 
V. E. ha incidido. 

£uego á Y. E. medite sobre la importancia de todas las conside- 
raciones que anteceden, y aue como un homenaje á la opinión 
ilustrada del pueblo, mena siao satisfactorio esponer, ampUíicando 
y justificando los conceptos de la circular de 13 de Mayo último. 

Por lo demás, tengo encargo del Sr. Presidente de la Kepública 
de no insistir mas en una discusión inconducente, que ninguna 
solución práctica puede dar, habiéndome además encargado muy 
especialmente haga saber á Y. E. como él entiende que la cues- 
tión puede únicamente ser definida con arreglo á las prescripcio- 
nes constitucionales. 

Penetrado el Gobierno Nacional de que la facultad de declarar 
el estado de sitio, que se halla rejida únicamente por la Constitu- 
ción general, compete con arreglo á ella única y esclusívamente 
al Condeso, y en su defecto á él, el Sr. Presidente de la Kepública 
habiendo cumplido con el deber de desautorizar la abrogación de 
esa facultad, espera que tanto Y. E. como los demás Gobernadores 
de Provincia, procederán segim su prudencia les aconseje y las 
leyes se lo manden, entre tanto que la ocasión se presente á la 
Justicia Nacional para decidir constitucionalmente y por el único 
medio posible, la duda que Y. E. ha suscitado. 

Si, no obstante las prescripciones constitucionales en contrario, 
y no obstante el silencio de las constituciones provinciales respecto 
del estado de sitio, ocurriese el caso que él fuese declarado por 
algún Gobernador de Provincia, por si, ó en virtud de ley de la 
respectiva Lejislatura, y á consecuencia de ello ñiesen desconoció 
das allí las garantias que la Constitución Nacional proclama y 
reconoce á cada ciudadano, sin haber ellas sido suspendidas por el 
único poder á quien esa Constitución confiere tal facultad, nabrá 
llegado el caso señalado ya en la circular de 13 de Mayo último; 
cual es el de un ciudadano cuyas garantías reconocidas y asegura- 
das por la Nación, se viesen suspendidas y atacadas en el territorio 
de la Provincia. Cuando esto suceda, el Gobierno Nacional no 
tendría para qué intervenir directa ni indirectamente en los proce- 
dimientos legales ó ilegales de una Provincia, como Y. E. parece 
creerlo. Entonces el ciudadano damnificado usaria de su derecho 
si así lo hallase por conveniente, ocurriendo á la justicia nacional, 
por ser el estado de sitio un acto rejido por la Constitución de la 
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líepública; y la Justicia Nacional juzgando, resolverá el caso, y 
dennirá la cuestión por la interpretación legal de la Constitución. 

Desde que esto suceda, toda vacilación debe cesar; la jurispru- 
dencia quedará deñnitivamente ñjada, sin que sea dado á ninguna 
persona, á ninguna entidad política de la liepública resistirla, sino 
revelándose contra la Constitución y las leyes, doblemente respe- 
tables por la sanción de los representantes del pueblo y por la 
confirmación de su lejítimo intérprete. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar á V. E. las segurida- 
des de mi mas distinguida consideración. 

G. Rawson. 
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